
PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE S. E. LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE ARMONIZA NORMAS EN MATERIA DE
QUIEBRAS CON AQUELLAS QUE RIGEN A LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR. 

(BOLETÍN NÚMERO 10.573-04)

TEXTO LEAGL VIGENTE TEXTO DEL PROYECTO APROBADO, EN GENERALY EN PARTICULAR,
POR LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA

LEY 20.370
LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

Art.  64.  Por  decreto  supremo  fundado  del  Ministerio  de  Educación,  previo  acuerdo  del
Consejo  Nacional  de  Educación,  adoptado  por  mayoría  de  sus  miembros,  en  sesión
convocada a ese solo efecto, y escuchada la entidad afectada, se cancelará la personalidad
jurídica y revocará el reconocimiento oficial a una universidad, los siguientes casos:

a) Si ella no cumple con sus objetivos estatutarios;
b) Si realizare actividades contrarias a la moral, al orden público, a las buenas costumbres y
a la seguridad nacional;
c) Si incurriere en infracciones graves a sus estatutos;
d)  Si  dejare  de  otorgar  títulos  profesionales  de  aquellos  que  requieren  haber  obtenido
previamente el grado de licenciado.

En la fundamentación del decreto respectivo deberá dejarse constancia de la causal que
originó la cancelación de la personalidad jurídica y la revocación del reconocimiento oficial.

En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o
sedes de una del Ministerio de determinada universidad, el Ministerio podrá disponer que
Educación solamente se revoque el  reconocimiento oficial  respecto de la carrera o sede
afectada, subsistiendo la personalidad jurídica y el reconocimiento oficial de la institución.

Será responsabilidad del Ministerio velar por el adecuado resguardo de la información acerca
de los procesos iniciados en virtud de este artículo hasta que se haya dictado la resolución
definitiva y no queden recursos pendientes por parte de la entidad afectada.

CODIGO DE COMERCIO

PROYECTO  DE  LEY

“Artículo único.-  Autorízase a aquellas instituciones de educación superior
declaradas en quiebra y cuyo plazo de continuidad del giro aprobado por la
junta de acreedores fuera inferior al establecido en el decreto dictado en virtud
de los artículos 64, 74 o 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del
Ministerio de Educación, a extender la continuación de su giro.

Lo anterior, se aplicará a propuesta del síndico o de dos o más acreedores, y
tendrá por objeto asegurar la continuidad de estudios de los y las estudiantes,
por  el  término previsto  para  su  cierre  definitivo  en el  aludido  decreto,  aun
cuando con ello se excedan los plazos estipulados en el artículo 113 del Libro
IV del Código de Comercio, vigente en virtud de lo dispuesto en el artículo
primero transitorio de la ley N° 20.720.

El acuerdo de los acreedores requerido para estos efectos podrá ser adoptado
por quienes representen a lo menos los dos tercios del pasivo de la quiebra
con derecho a voto y hasta el día anterior al de la expiración de la continuidad
del giro de que se trate. 

Si la junta de acreedores no acuerda la continuidad del giro de conformidad a
lo  dispuesto  en  los  incisos  precedentes,  o  ésta  se  acordare  por  un  plazo
inferior  a la  fecha establecida en el  decreto respectivo para el  cierre de la
institución de educación superior, subsistirá dicho giro para el sólo efecto de
permitir  el  desarrollo  de  las  actividades  académicas  durante   el  plazo  que
restare  por  el  señalado  decreto,  debiendo  en  este  caso  designarse  un
administrador de cierre de conformidad al Título I de la ley N° 20.800 por dicho
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LIBRO IV
“De las Quiebras”

ARTICULO 113° El acuerdo de continuar efectivamente el giro del fallido deberá ser
fundado y contener, al menos, la determinación del objeto y de los bienes a que se
extiende  la  autorización,  la  designación  de  su  administración  y  las  facultades
especiales que le son conferidas, en las que podrán comprenderse las conducentes
a la obtención de los recursos necesarios para ello,  y el plazo de duración que no
podrá exceder de un año. El plazo acordado podrá ser prorrogado, por una sola vez,
hasta por un año, mediante acuerdo adoptado al menos quince días antes de su
expiración. 

El acuerdo de prórroga deberá adoptarse por la correspondiente mayoría exigida por
el  inciso primero del artículo precedente.  En este caso,  la administración deberá
recaer, necesariamente en persona distinta del síndico.

Cuando la administración del giro no sea ejercida por el síndico, éste, sin perjuicio
de las atribuciones que le confiere la ley como administrador de los bienes de la
quiebra  no  comprendidos  en  la  continuación  del  giro,  tendrá,  sobre  dicha
administración, las facultades que indica el artículo 200.

Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y la administración del giro con
motivo del ejercicio de sus respectivas funciones, será resuelto por el juez de la
quiebra  incidentalmente  y  en  única  instancia,  oyendo  previamente  a  la
Superintendencia de Quiebras.

Los  administradores  de  la  continuación  del  giro  tendrán  las  responsabilidades
inherentes a todo mandatario y estarán sujetos al control de la Superintendencia en
la misma forma que los síndicos. 

Con todo, si los acreedores hubieren acordado la enajenación de los activos que
componen la continuación del giro como unidad económica en funcionamiento en
conformidad al artículo 124, se podrá prorrogar la continuidad del giro por el período
indispensable  para  el  perfeccionamiento  de  su  enajenación  previa  autorización
judicial, aunque con ello se excedan los plazos señalados en el inciso primero. 

En  todos  los  actos  de  administración  que  realicen  los  órganos  y  personas  que
tengan  injerencia  en  ello,  deberá  dejarse  constancia  del  hecho  de  existir  una

periodo, sin perjuicio de la facultad del Ministerio de Educación de designarlo
en cualquier etapa del proceso concursal.

En  aquellas  instituciones  de  educación  superior  declaradas  en  quiebra,  el
administrador de cierre que se hubiere designado de conformidad con el Título
I  de  la  ley  N°  20.800  ejercerá  las  funciones  propias  de  las  autoridades
académicas de la institución fallida tendientes a asegurar la continuidad de
estudios de los y las estudiantes.

En todo caso, el administrador de cierre no podrá intervenir en las facultades
del síndico sobre la administración y realización del patrimonio de la institución
fallida, salvo respecto de aquellos bienes muebles o inmuebles que, conforme
al artículo 21 de la ley N° 20.800, sean considerados esenciales para asegurar
la continuidad de estudios a los y las estudiantes de la institución, no pudiendo
adoptarse medidas que puedan afectar dicha condición.

Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico o administrador de la
continuación del giro y el administrador de cierre, será resuelto por el juez que
dictó la sentencia de quiebra, previa audiencia del Ministerio de Educación y
de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.”.
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continuación efectiva del giro mediante la incorporación en el nombre o en la razón
social  del  fallido,  de  la  expresión  "en  continuación  de  giro",  precedida  de  las
respectivas firmas, sin lo cual será solidariamente responsable de las obligaciones
contraídas, quien hubiere celebrado el contrato o  ejecutado el acto correspondiente.

(LEY 20.720

Sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación
de empresas y personas, y perfecciona el rol de la superintendencia del ramo

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia nueve meses después de su
publicación en el Diario Oficial, salvo las disposiciones contenidas en el Capítulo IX
y la norma del artículo 344, las que se ajustarán a lo dispuesto en el numeral 8 del
artículo tercero transitorio de esta ley. Las quiebras, convenios y cesiones de bienes
en actual tramitación y aquellas que se inicien antes de la entrada en vigencia de la
presente ley se regirán por las disposiciones contendidas en el Libro IV del Código
de Comercio.)
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